
 
Página 1 de 5 

Alcance de las modificaciones introducidas en la Ley 9/2017 de Contratos del Sector Público por el Real 
Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre, por el que se adoptan medidas urgentes por razones de 

seguridad pública en materia de administración digital, contratación del sector público y 
telecomunicaciones. 

 

NUEVA REDACCIÓN REDACCIÓN ANTERIOR 

 

 
Artículo 35. Contenido mínimo del contrato. 

1. Los documentos en los que se formalicen los contratos que celebren las entidades del sector público, salvo que ya se encuentren recogidas en los 
pliegos, deberán incluir, necesariamente, las siguientes menciones: 

d) Referencia a la legislación aplicable al contrato, con expresa mención al 
sometimiento a la normativa nacional y de la Unión Europea en materia de 
protección de datos. 

d) Referencia a la legislación aplicable al contrato. 

MOTIVACIÓN DEL CAMBIO: Así, en primer lugar, el presente real decreto-ley modifica el artículo 35 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, para incluir, como contenido mínimo de los contratos, la referencia 
expresa al sometimiento a la normativa nacional y de la Unión Europea en materia de protección de datos 

 

 

Artículo 39. Causas de nulidad de derecho administrativo. 
     2. Serán igualmente nulos de pleno derecho los contratos celebrados por poderes adjudicadores en los que concurra alguna de las causas siguientes: 

     h) La falta de mención en los pliegos de lo previsto en los párrafos tercero, 
cuarto y quinto del apartado 2 del artículo 122. 

  

MOTIVACIÓN DEL CAMBIO: En segundo lugar, y por lo que respecta al régimen de invalidez de los contratos, se añade un subapartado al artículo 39.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, para incluir, como 
causa de nulidad de pleno derecho, la celebración de contratos por parte de poderes adjudicadores que omitan mencionar en los pliegos las obligaciones del futuro contratista en materia de protección de 
datos a los que se refiere el nuevo artículo 122.2 de la Ley 9/2017, en la redacción dada a dicho precepto por el presente real decreto-ley. La aplicación en este caso de la consecuencia jurídica máxima que 
contempla nuestro ordenamiento jurídico, esto es, de la nulidad de pleno Derecho, se ha considerado adecuada una vez ponderada la oportunidad de su incorporación en la legislación de contratos del sector 
público (siguiéndose el dictamen n. 116/2015, del Consejo de Estado), dada la importancia que en determinados casos puede presentar para los intereses de la seguridad nacional conocer la ubicación de los 
servidores en los que se alojarán los datos que ceda la Administración con motivo de la ejecución de un contrato público, desde dónde se van a prestar los servicios asociados a los mismos y asegurar el 
sometimiento de la ejecución de ese contrato a la normativa nacional y de la Unión Europea en materia de protección de datos. 

  

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2017-12902
https://www.boe.es/boe/dias/2019/11/05/pdfs/BOE-A-2019-15790.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2019/11/05/pdfs/BOE-A-2019-15790.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2019/11/05/pdfs/BOE-A-2019-15790.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2019/11/05/pdfs/BOE-A-2019-15790.pdf


 
Página 2 de 5 

 

 

Artículo 71. Prohibiciones de contratar. 
     2. Además de las previstas en el apartado anterior, son circunstancias que impedirán a los empresarios contratar con las entidades comprendidas en el 
artículo 3 de la presente Ley, en las condiciones establecidas en el artículo 73 las siguientes: 

     d) Haber dado lugar, por causa de la que hubiesen sido declarados 
culpables, a la resolución firme de cualquier contrato celebrado con una 
entidad de las comprendidas en el artículo 3 de la presente Ley. La 
prohibición alcanzará a las empresas cuyo contrato hubiere quedado 
resuelto por incumplimiento culpable del contratista de las obligaciones que 
los pliegos hubieren calificados como esenciales de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 211.1.f). 

   d) Haber dado lugar, por causa de la que hubiesen sido declarados 
culpables, a la resolución firme de cualquier contrato celebrado con una 
entidad de las comprendidas en el artículo 3 de la presente Ley 

MOTIVACIÓN DEL CAMBIO: En tercer lugar, y en el contexto de la regulación de los requisitos para contratar con el sector público, se modifica el artículo 116.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, para 
incluir, como circunstancia que impedirá a los empresarios contratar con las entidades comprendidas en el artículo 3 de dicha Ley, el haber dado lugar a la resolución firme de cualquier contrato celebrado con 
una de tales entidades por incumplimiento culpable de las obligaciones que los pliegos hubieren calificado como esenciales de acuerdo con lo previsto en el art. 211.1.f) de la propia Ley 

 
 

Artículo 116. Expediente de contratación: iniciación y contenido. 
 

     1. La celebración de contratos por parte de las Administraciones Públicas 
requerirá la previa tramitación del correspondiente expediente, que se 
iniciará por el órgano de contratación motivando la necesidad del contrato 
en los términos previstos en el artículo 28 de esta Ley y que deberá ser 
publicado en el perfil de contratante.  
     En aquellos contratos cuya ejecución requiera de la cesión de datos por 
parte de entidades del sector público al contratista, el órgano de 
contratación en todo caso deberá especificar en el expediente de 
contratación cuál será la finalidad del tratamiento de los datos que vayan a 
ser cedidos. 

     1. La celebración de contratos por parte de las Administraciones Públicas 
requerirá la previa tramitación del correspondiente expediente, que se 
iniciará por el órgano de contratación motivando la necesidad del contrato 
en los términos previstos en el artículo 28 de esta Ley y que deberá ser 
publicado en el perfil de contratante 

MOTIVACIÓN DEL CAMBIO: En cuarto lugar, se da una nueva redacción al artículo 116.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, introduciendo un segundo párrafo relativo al expediente de contratación de los 
contratos cuya ejecución requiera de la cesión de datos por parte de entidades del sector público al contratista. En virtud de esta modificación, se incluye la obligación del órgano de contratación de 
especificar en el expediente cuál será la finalidad de los datos que vayan a ser cedidos 
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Artículo 122. Pliegos de cláusulas administrativas particulares. 

 

     2. En los pliegos de cláusulas administrativas particulares se incluirán los 
criterios de solvencia y adjudicación del contrato; las consideraciones 
sociales, laborales y ambientales que como criterios de solvencia, de 
adjudicación o como condiciones especiales de ejecución se establezcan; los 
pactos y condiciones definidores de los derechos y obligaciones de las partes 
del contrato; la previsión de cesión del contrato salvo en los casos en que la 
misma no sea posible de acuerdo con lo establecido en el segundo párrafo 
del artículo 214.1; la obligación del adjudicatario de cumplir las condiciones 
salariales de los trabajadores conforme al Convenio Colectivo sectorial de 
aplicación; y las demás menciones requeridas por esta Ley y sus normas de 
desarrollo. En el caso de contratos mixtos, se detallará el régimen jurídico 
aplicable a sus efectos, cumplimiento y extinción, atendiendo a las normas 
aplicables a las diferentes prestaciones fusionadas en ellos.  
Los pliegos podrán también especificar si va a exigirse la transferencia de 
derechos de propiedad intelectual o industrial, sin perjuicio de lo establecido 
en el artículo 308 respecto de los contratos de servicios.  
     Los pliegos deberán mencionar expresamente la obligación del futuro 
contratista de respetar la normativa vigente en materia de protección de 
datos.  
     Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 28.2 del Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y la libre circulación de estos datos y por el 
que se deroga la Directiva 95/46/CE, en aquellos contratos cuya ejecución 
requiera el tratamiento por el contratista de datos personales por cuenta del 
responsable del tratamiento, adicionalmente en el pliego se hará constar:  
     a) La finalidad para la cual se cederán dichos datos.  
     b) La obligación del futuro contratista de someterse en todo caso a la 
normativa nacional y de la Unión Europea en materia de protección de datos, 
sin perjuicio de lo establecido en el último párrafo del apartado 1 del artículo 

     2. En los pliegos de cláusulas administrativas particulares se incluirán los 
criterios de solvencia y adjudicación del contrato; las consideraciones 
sociales, laborales y ambientales que como criterios de solvencia, de 
adjudicación o como condiciones especiales de ejecución se establezcan; los 
pactos y condiciones definidores de los derechos y obligaciones de las 
partes del contrato; la previsión de cesión del contrato salvo en los casos en 
que la misma no sea posible de acuerdo con lo establecido en el segundo 
párrafo del artículo 214.1; la obligación del adjudicatario de cumplir las 
condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio Colectivo 
sectorial de aplicación; y las demás menciones requeridas por esta Ley y sus 
normas de desarrollo. En el caso de contratos mixtos, se detallará el 
régimen jurídico aplicable a sus efectos, cumplimiento y extinción, 
atendiendo a las normas aplicables a las diferentes prestaciones fusionadas 
en ellos. 
     Los pliegos podrán también especificar si va a exigirse la transferencia de 
derechos de propiedad intelectual o industrial, sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 308 respecto de los contratos de servicios. 
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202.  
     c) La obligación de la empresa adjudicataria de presentar antes de la 
formalización del contrato una declaración en la que ponga de manifiesto 
dónde van a estar ubicados los servidores y desde dónde se van a prestar los 
servicios asociados a los mismos.  
     d) La obligación de comunicar cualquier cambio que se produzca, a lo 
largo de la vida del contrato, de la información facilitada en la declaración a 
que se refiere la letra c) anterior.  
     e) La obligación de los licitadores de indicar en su oferta, si tienen previsto 
subcontratar los servidores o los servicios asociados a los mismos, el nombre 
o el perfil empresarial, definido por referencia a las condiciones de solvencia 
profesional o técnica, de los subcontratistas a los que se vaya a encomendar 
su realización. 
     En los pliegos correspondientes a los contratos a que se refiere el párrafo 
anterior las obligaciones recogidas en las letras a) a e) anteriores en todo 
caso deberán ser calificadas como esenciales a los efectos de lo previsto en 
la letra f) del apartado 1 del artículo 211. 

 
 
 

MOTIVACIÓN DEL CAMBIO: En En quinto lugar, se da una nueva redacción al artículo 122.2 de 
la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, relativo a los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares. En concreto, se añade un párrafo tercero a este apartado para incluir la 
obligación de los pliegos de mencionar expresamente la obligación del futuro contratista de 
respetar la normativa vigente en materia de protección de datos. Asimismo, se añade un 
párrafo cuarto relativo a los contratos que exijan el tratamiento por el contratista de datos 
personales por parte del responsable del tratamiento, indicando que en estos casos será 
obligatorio hacer constar en el pliego tanto la finalidad de la cesión de datos como la 
obligación de la empresa adjudicataria de mantener al contratante al corriente de la ubicación 
de los correspondientes servidores. También se añade un párrafo quinto para establecer que 
los extremos mencionados en el párrafo cuarto deben hacerse constar en los pliegos como 
obligaciones esenciales a los efectos del régimen de resolución del contrato. 

 

 

 
Artículo 202. Condiciones especiales de ejecución del contrato de carácter social, ético, medioambiental o de otro orden. 

 
     1. Los órganos de contratación podrán establecer condiciones especiales 
en relación con la ejecución del contrato, siempre que estén vinculadas al 
objeto del contrato, en el sentido del artículo 145, no sean directa o 
indirectamente discriminatorias, sean compatibles con el Derecho de la 
Unión Europea y se indiquen en el anuncio de licitación y en los pliegos.  
    En todo caso, será obligatorio el establecimiento en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares de al menos una de las condiciones especiales de 
ejecución de entre las que enumera el apartado siguiente.  
     Asimismo en los pliegos correspondientes a los contratos cuya ejecución 
implique la cesión de datos por las entidades del sector público al contratista 
será obligatorio el establecimiento de una condición especial de ejecución 
que haga referencia a la obligación del contratista de someterse a la 

     1. Los órganos de contratación podrán establecer condiciones especiales 
en relación con la ejecución del contrato, siempre que estén vinculadas al 
objeto del contrato, en el sentido del artículo 145, no sean directa o 
indirectamente discriminatorias, sean compatibles con el derecho 
comunitario y se indiquen en el anuncio de licitación y en los pliegos. 
     En todo caso, será obligatorio el establecimiento en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares de al menos una de las condiciones especiales 
de ejecución de entre las que enumera el apartado siguiente. 
 
 

MOTIVACIÓN DEL CAMBIO:  En sexto lugar, el presente real decreto-ley da una nueva 
redacción al artículo 202.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, regulador de las condiciones 
especiales de ejecución del contrato de carácter social, ético, medioambiental o de otro orden. 
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normativa nacional y de la Unión Europea en materia de protección de datos, 
advirtiéndose además al contratista de que esta obligación tiene el carácter 
de obligación contractual esencial de conformidad con lo dispuesto en la 
letra f) del apartado 1 del artículo 211 

En concreto, se introduce un párrafo tercero relativo a los pliegos correspondientes a 
contratos cuya ejecución implique la cesión de datos por las entidades del sector público al 
contratista. Mediante esta adición se impone la exigencia de que los pliegos incluyan, como 
condición especial de ejecución, la obligación del contratista de someterse a la normativa 
nacional y de la Unión Europea en materia de protección de datos. Asimismo, en los pliegos 
debe advertirse al contratista de que esta obligación tiene el carácter de obligación 
contractual esencial a los efectos del régimen de resolución del contrato. 

 
 

 
Artículo 215. Subcontratación. 

 

     4. Los subcontratistas quedarán obligados solo ante el contratista 
principal que asumirá, por tanto, la total responsabilidad de la ejecución del 
contrato frente a la Administración, con arreglo estricto a los pliegos de 
cláusulas administrativas particulares o documento descriptivo, y a los 
términos del contrato; incluido el cumplimiento de las obligaciones en 
materia medioambiental, social o laboral a que se refiere el artículo 201, así 
como de la obligación a que hace referencia el último párrafo del apartado 1 
del artículo 202 referida al sometimiento a la normativa nacional y de la 
Unión Europea en materia de protección de datos.  
     El conocimiento que tenga la Administración de los subcontratos 
celebrados en virtud de las comunicaciones a que se refieren las letras b) y c) 
del apartado 2 de este artículo, o la autorización que otorgue en el supuesto 
previsto en la letra d) de dicho apartado, no alterarán la responsabilidad 
exclusiva del contratista principal 

     4. Los subcontratistas quedarán obligados solo ante el contratista 
principal que asumirá, por tanto, la total responsabilidad de la ejecución del 
contrato frente a la Administración, con arreglo estricto a los pliegos de 
cláusulas administrativas particulares o documento descriptivo, y a los 
términos del contrato, incluido el cumplimiento de las obligaciones en 
materia medioambiental, social o laboral a que se refiere el artículo 201. 
     El conocimiento que tenga la Administración de los subcontratos 
celebrados en virtud de las comunicaciones a que se refieren las letras b) y 
c) del apartado 2 de este artículo, o la autorización que otorgue en el 
supuesto previsto en la letra d) de dicho apartado, no alterarán la 
responsabilidad exclusiva del contratista principal. 
 

MOTIVACIÓN DEL CAMBIO: En séptimo lugar, el artículo 5 siete del real decreto-ley da una nueva redacción al artículo 215.4 de la Ley 9/2017, relativo a la subcontratación, para incluir, entre las obligaciones 
del contratista principal, la de asumir la total responsabilidad de la ejecución del contrato frente a la Administración también por lo que respecta a la obligación de sometimiento a la normativa nacional y de 
la Unión Europea en materia de protección de datos. 

 

https://contratodeobras.com/

